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PRESIDE: Señor Representante Luis Rosadilla. 
MIEMBROS: Señores Representantes Daniel García Pintos, Javier García Duchini y Jorge Menéndez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Luis José Gallo Imperiale, Orlando Lerete, Jorge Pozzi y Víctor 
Sempronli. 


INVITADOS: Por la Comisión de Defensa de la Aviación Civil-Integrada, señores Saturnino Correa, 
Oriente Barbieri, Eduardo Rodríguez, Luis Othegui, Jorge Rossi, Andrés Barrios y Pedro 
Barrios, representantes de APAC. 


Por la Asociación de Controladores de Tránsito Aéreo del Uruguay señores Luis Othegui, 
Alejandro Rodríguez, Esteban Martínez y Juan Alvarez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Rosadilla).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Defensa Nacional tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Comisión de Defensa 
de la Aviación Civil - Integrada, compuesta por los señores Saturnino Correa, Oriente Barbieri, Eduardo 
Rodríguez, Luis Otheguy, Jorge Rossi, Andrés Barrios y Pedro Barrios. 


SEÑOR OTHEGUY.- Represento a la Federación de Trabajadores de la Aviación Civil, una de las 
tantas organizaciones de connotados actores de la aviación civil que conforman esta Comisión. 


En forma introductoria diré que esta Comisión fue creada en forma espontánea por las organizaciones y las 
personas vinculadas a la aviación civil, sobre la base de las inquietudes existentes respecto a su actual 
administración, a su deterioro y a lo que es su visión sobre lo que debería ser -y nunca debió haber dejado de 
ser- la aviación civil en el país. Fue creada en una multitudinaria asamblea del día 2 de junio, en la que 
participaron la totalidad de las organizaciones y connotados actores de la aviación civil del Uruguay -con el 
apoyo del Representante Nacional Jorge Pozzi, quien recogió nuestra inquietud a través de un suelto en la 
prensa-, y está integrada por un representante de cada una de las organizaciones miembro. En este mismo 
acto, por unanimidad de los presentes fue aprobado el documento presentado por nuestra Federación -el que 
viene siendo presentado a las autoridades nacionales, tanto del Poder Legislativo como del Poder Ejecutivo-, 
en el que se plantean los cambios que entendemos mejorarían la actividad de la aviación civil nacional, 
poniéndola al servicio del Estado. 


En esta Comisión participan -si bien hoy no están todos representados- la Asociación de Controladores de 
Tránsito Aéreo del Uruguay, Técnicos Electrónicos Aeronáuticos Asociados, la Asociación de Funcionarios 
de Aviación Civil, la Asociación de Pilotos de Línea Aérea, la Federación de los Aeroclubes, la Organización 
de Funcionarios de PLUNA -OFP-, la Organización de Técnicos Aeronáuticos del Uruguay, la Asociación de 
Pilotos Aviadores Civiles -que incluye a los aeroaplicadores, a los instructores, comerciales, deportivos, 
etcétera-, los mecánicos aeronáuticos, los paracaidistas y las empresas nacionales de trabajo aéreo. 


Como decía, en la reunión en la que se fundó esta Comisión se aprobó un documento -del que dejamos copia 
en la Comisión-, en el que se proponen los siguientes cambios. En primer lugar, separar jerárquica y 
administrativamente la función reguladora de la actividad de la función ejecutora de servicios e 
infraestructura. En este momento, como todos saben, la actividad de la aviación civil depende pura y 
exclusivamente de la administración de la Fuerza Aérea. Esta disposición, que es del año 1977 y fue firmada 
por el señor Aparicio Méndez, otorga a la Fuerza Aérea Uruguaya potestades de contralor, ejecución y 
asesoramiento respecto a las políticas aeronáuticas del país. 


Nosotros pensamos que las políticas aeronáuticas del país deben ser manejadas por el poder político y no por 
una Fuerza Armada y que debe existir alguien que brinde los servicios y alguien que los controle. En la actual 
organización de la aviación civil quien determina las políticas públicas, quien las ejecuta y quien las controla, 
termina siendo el Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea. 


El segundo cambio que planteamos es el de dotar a la organización reguladora de pautas y políticas que 
orienten la actividad, para que esta cumpla la función dinamizadora que debería tener en la economía global 
del país. No podemos olvidar que esta actividad afecta, desde nuestro punto de vista, en nada a la defensa y 
en mucho a la economía global del país. Creemos que afecta muchísimo más al turismo que a la defensa; 
afecta mucho más a las relaciones internacionales, afecta mucho más a la integración regional. 


El tercer cambio que planteamos tiene que ver con otorgar a la organización ejecutora de servicios e 
infraestructura aeronáutica la necesaria autonomía presupuestal y de gestión de la Administración Central, 
para poder cumplir eficientemente con sus cometidos. Estamos vendiendo un servicio por el cual, solo por 
sobrevuelos, ingresan al país US$ 6:000.000 por año. 


Entendemos que puede haber autonomía presupuestal para esta nueva organización, tal como planteamos, y 
que no debería requerir recursos del Estado como hoy sino que, por el contrario, debería aportar a la cuenta 
país. 


El cuarto y último punto, consecuencia de los anteriores, es retirar a la Fuerza Aérea de los actuales 
cometidos en toda la DINACIA, tal como lo recomienda la Organización de la Aviación Civil Internacional, 
sabiendo que se cuenta con el personal idóneo para asegurar la continuidad de todas las funciones que hoy se 
desempeñan en la actual Dirección Nacional. Al respecto, aclaro que al ser los cargos de Gerentes ocupados 
por oficiales en actividad de la Fuerza Aérea, toda la plana gerencial de la aviación civil cambia cada dos o 
tres años. Creo que no escapa a la percepción de nosotros que ninguna empresa o actividad, así sea una 
fábrica de zapatos, puede funcionar si se cambia toda la plana gerencial cada dos o tres años. 


Fundamentamos los cambios propuestos de la siguiente manera. El vertiginoso desarrollo tecnológico de la 
industria aeronáutica ha llevado a que la aviación civil ocupe un rol cada vez más importante como 
dinamizador en las economías de los países por el impacto que tiene en áreas como el comercio, el turismo, 


las inversiones y obras en infraestructura tanto públicas como privadas, en miles de puestos de trabajo 
calificado, etcétera. 


Hemos notado que los distintos gobiernos que ha tenido el país en las últimas tres décadas no han adquirido 
una visión estratégica que defina políticas específicas para que la aviación civil tenga este impacto en la 
economía global del país. Esto se deduce con facilidad del hecho de que todos los gobiernos han confiado a 
la Fuerza Aérea Uruguaya la gestión y administración ejecutiva de todo lo que afecta a la aviación civil, tanto 
el asesoramiento al Poder Ejecutivo en materia de política aeronáutica y la regulación de la actividad como la 
ejecución e implementación de los servicios de infraestructura necesarios para su desarrollo, y lo ha hecho 
con los mismos parámetros que gestiona y administra cualquier otra de sus unidades militares 


Esta Fuerza ha asesorado, gestionado y administrado una actividad que no le es natural a sus cometidos, su 
capacitación y su entrenamiento. Como esta situación ha impedido que los técnicos especialistas que existen 
dentro de la DINACIA y de la aviación civil en general ocupen estos lugares, fundamentalmente en el 
asesoramiento al Poder Ejecutivo, entendemos como una consecuencia lógica que nuestro Estado no haya 
construido aún su propia visión sobre la aviación civil y su incidencia sobre otras actividades. 


Por otra parte, la aviación civil, a través de las oficinas de la Organización Internacional de la Aviación Civil 
y debido a su carácter integracionista como medio de transporte internacional, hace permanentes esfuerzos 
por uniformizar criterios, metodología, normas, reglamentaciones e, inclusive, un idioma común en todo el 
planeta. También demanda la prestación de servicios más calificados en sistemas cada vez más complejos 
para su desarrollo y con mayor seguridad, orden y rapidez. Esto exige a los Estados organizaciones altamente 
especializadas, dinámicas, capaces de procesar los cambios que sean necesarios para implementar muy 
rápidamente el vertiginoso desarrollo tecnológico de la aviación. 


Es claro que ninguna de estas características se puede lograr con la estructura y organización actual de las 
instituciones que regulan la aviación civil y brindan los servicios necesarios para su desarrollo. Se debe tener 
en cuenta que financieramente se depende de la Administración Central y jerárquicamente de la Fuerza Aérea 
Uruguaya, que es el mismo organismo que regula y ejecuta los servicios. A su vez, los funcionarios son 
administrados por un estatuto genérico para funcionarios públicos que de modo alguno refleja las 
particularidades de aptitudes físicas y psicológicas, especialización, riesgo, capacitación, responsabilidad y 
normativas internacionales exigidas para el desempeño de las diferentes tareas. 


Lo que destacamos como de mayor gravedad en esta situación es que además de ser absolutamente 
ineficiente, el Estado uruguayo, que asume sin poder delegar la responsabilidad civil frente a la comunidad 
internacional por los servicios que presta y cobra, cada vez se aparta más de los estándares y normativas 
internacionales, como lo indican las sucesivas y recientes inspecciones de la OACI, de la cual el Estado 
uruguayo es signatario desde 1964, y de la Federal Aviation Administration, FAA, de Estados Unidos, que 
nos tiene catalogados como espacio aéreo peligroso desde hace más de once años. Por esta razón, prohíbe 
que empresas de bandera nacional ingresen a Estados Unidos. 


Por consiguiente, parece más que probable que si no se toman las medidas correctivas necesarias 
rápidamente, en un futuro no muy lejano podremos encontrarnos frente a una catástrofe, como, por ejemplo, 
sufrir un accidente aéreo de importancia, con el impacto que tendría sobre todas las otras actividades en las 
que tiene influencia la aviación civil. A esto se sumarían cientos de demandas multimillonarias que debería 
atender el Estado por no haber tomado las acciones necesarias correspondientes a tiempo. 


Tenemos que aclarar que en la aviación siempre evaluamos y manejamos ciertos peligros y es nuestra 
obligación, como integrantes del Estado, disminuir, manejar y llevar el riesgo a niveles aceptables. 


Existen connotados juristas, asesores del Ministerio de Relaciones Exteriores, que han denominado esto 
como "la aftosa aeronáutica". De alguna manera, esta deficiencia que tenemos en el cumplimiento de la 
normativa internacional ha llevado a la pérdida de clientes, con todo lo que eso trae aparejado. 


Reiteramos nuestro agradecimiento por recibirnos. Somos conscientes de que la oportunidad de cambio 
propuesto supone transitar de la realidad actual a una nueva. Contamos con especialistas en todas las áreas y 
queremos ponerlos a disposición de la Comisión para que realicen los aportes que entiendan pertinentes y así 
construir en conjunto esa nueva realidad. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR ROSSI.- Soy piloto hace cuarenta y ocho años, profesional e instructor de vuelo. Voy a tratar 
de resumir en cinco o seis minutos el trabajo que hemos realizado durante tres meses. 


En la página 1 del boletín N* 4 de la DINACIA, hay una frase que establece que no se puede decir que la 
esperanza exista o no exista porque es como los caminos que recorren la Tierra: al principio no hay camino, 
pero cuando muchos hombres marchan juntos en la misma dirección, surge el camino. 


Los diferentes sectores que conforman la gran familia de la aviación civil uruguaya, apenas fragmentada por 
la separación geográfica, desean manifestar la multitudinaria aspiración de volver a ser autónomos, 
independientes, gerenciando por sí mismos su actividad específica, tal como ocurre en ciento sesenta y seis 
países sobre un total de ciento sesenta y nueve. Para que los negocios se concreten deben ser beneficiosos 
para todas las partes. Resultará muy beneficioso para el país, en términos económicos, debido al ahorro de 
millones de dólares que son derrochados, dilapidados o, simplemente, extraviados al desconocerse su 
paradero, como se puede demostrar revisando o analizando datos históricos. La avalancha de denuncias 
documentadas es unánime en calificar la administración de la aviación civil por parte de la Fuerza Aérea 
como catastrófica. Hemos escuchado pedidos con relación a moderar el lenguaje acusatorio y ser parcos en el 
uso de adjetivos, pero es claro que sin llegar a la frontera de la complicidad o colaborar con la impunidad. 


Pretendemos aportar la mayor cantidad posible de documentos probatorios, difundiéndolos en la prensa para 
justificar y demostrar la veracidad de nuestras aseveraciones. Solo pedimos que se cumpla con el inciso E) 
del artículo 332 de la Constitución y con la Ley_N? 9,977. 


La Comisión de Fomento y Defensa de la Aviación Civil -integrada por las organizaciones que se detallan: 
Asociación de Pilotos y Aviadores Civiles (APAC), Asociación de Funcionarios de Aviación Civil (AFAC), 
Asociación de Controladores de Tránsito Aéreo del Uruguay (ACTAU), Técnicos Electrónicos Aeronáuticos 
Asociados (TEAA), Asociación de Pilotos Fumigadores, Trabajadores de Uair, Trabajadores de 
Meteorología, Aeroclubes, ex funcionarios de PLUNA y Aviación Civil, Centro de Investigaciones y 
Pesquisas Satelitales, Mecánicos de Aviación, Paracaidismo, Aeromodelismo y Vuelo a vela y ACIPLA, 
Asociación de Pilotos de Línea Aérea- vienen a solicitar del Gobierno la inmediata y total transferencia de 
todos los organismos, sectores, infraestructura y personal exclusivamente civil del Ministerio de Defensa 
Nacional al de Transporte y Obras Públicas. También se incluye a la Dirección de Meteorología y el Centro 
de Investigaciones y Pesquisas Satelitales. Los diferentes sectores que conforman la gran familia de la 
aviación civil uruguaya desean manifestar la multitudinaria aspiración de volver a ser autónomos e 
independientes. Esto será muy beneficioso para el país en términos económicos. 


Este nítido bolsón intacto de la dictadura, se ha mantenido durante treinta y dos años, en primer lugar, por la 
omisión en la fiscalización de los Gobiernos democráticos y, en segundo término, porque al ir desmantelando 
y aniquilando a la aviación civil, las voces de reclamo y protesta iban languideciendo, restando apenas los 
beneficiarios. Los registros históricos son significativos. 


Anexamos diferentes expresiones de la comunidad aeronáutica civil que muestran la reivindicación planteada 
y solicitamos ser tenidos en cuenta para la necesaria, imprescindible y urgente reestructuración de la Aviación 
Civil, para lo que aportamos algunos elementos que hemos elaborado. 


En el estado de derecho en que vivimos, solicitamos del legítimo Gobierno, electo por mayoritaria voluntad 
popular, que se dé estricto cumplimiento al inciso E) del artículo 332 de la Constitución y a la Ley N* 9.977, 
derogando todos los decretos, decretos-leyes, leyes y disposiciones en contrario emitidos durante el período 
que abarca la ley de impunidad. 


Ayer pedí autorización al senador Jorge Saravia para leer aquí una nota que le fuera enviada. Dice así: "De mi 
consideración: Como integrante de la Comisión de Defensa Nacional, vengo a pedir su colaboración para la 
campaña que -conjuntamente con una centena de otros ciudadanos- estamos realizando para retirar del 
dominio de la Fuerza Aérea un jugoso 'Botín de Guerra' que después de treinta y dos años sigue generando 
abultados dividendos de millones de dólares.- La colaboración solicitada consiste, fundamentalmente, en 
obtener del Tribunal de Cuentas, el destino del impuesto ilegal cobrado desde el 30/4/74, según Ley 

N? 14.189 (art. 525), que según el art. 527 de la Ley N* 14.189 debería destinarse a la Aviación Civil; 


posteriormente modificado por el art. 103 de la Ley N* 16.320; como así también el 2% destinado a la 
Aviación Civil, según se especificó en las condiciones de privatización del Aeropuerto Nacional de Carrasco; 
y además las tasas de sobrevuelo del territorio nacional y servicios aeroportuarios y de radio-ayudas a la 
navegación que son cobradas y cuyo destino se ignora.- No se ha cumplido con lo preceptuado por el art. 511 
de la Ley N* 16.320 que destina 35% de la recaudación al rubro inversiones. Deberíamos tener hoy 

US$ 100:000.000 en obras. Las obras no están y el dinero no se sabe dónde está.- A raíz de una entrevista 
radial, el suscrito ha recibido innúmeras denuncias de mala administración, malversación de fondos y 
acciones delictivas que merecen una investigación a fondo.- Para sustentarlas el suscrito está tratando de 
obtener más documentación probatoria. Se adjunta copia de la obtenida hasta ahora. Esas denuncias incluyen: 
contrabando de drogas.- Contrabando de oro.- Introducción de sustancias tóxicas y peligrosas (explícitamente 
prohibidas por el anexo 1* y 6* del art. 34 del Código de Legislación Aeronáutica).- Contrabando a Argentina 
de camionetas, mamelucos para paracaidistas.- Destrucción y quema de documentos.- Maquillaje y alteración 
de estadísticas.- Apropiación indebida de aeronaves incautadas y donadas.- Alteración de pruebas en la 
investigación de accidentes aéreos.- Favoritismo a los aeroclubes 'leales' y 'fieles' y persecución a los 
'indisciplinados' y 'rebeldes'.- (...) Estamos realizando este trabajo desde la más humilde situación económica 
haciendo enormes sacrificios, alentados por la misma esperanza que alienta todo un pueblo. Es decir: que este 
Gobierno posea el suficiente y necesario coraje para raspar hasta el hueso, con la mirada puesta en los 
intereses colectivos legítimos y no en los egoístas y amorales de pequeños grupos de oportunistas. Por más 
eficiente que haya sido el terrorismo de Estado, cuya influencia aún subsiste.- Lo saluda atentamente: Jorge 
Rossi Rebufello.-" 


Hago entrega de esta documentación al señor Presidente. 


SEÑOR CORREA.- Soy instructor de paracaidismo y actualmente fiscal del Aeroclub del Uruguay. 
También represento a Sarandí del Yi. Los cincuenta años que tengo de relación con la aviación me han 
llevado a ver que la aviación civil no es tal. Pedimos que los señores Diputados sean sensibles a nuestro 
pedido con relación a que exista una aviación civil. Tampoco queremos que sea parte del Ministerio de 
Defensa Nacional ni del de Transporte y Obras Públicas. Solo deseamos una Dirección General de 
Aviación Civil. Donde hay mucho, no entremos; donde hay poco, quedemos. 


Reitero que la idea es crear una Dirección General de Aviación Civil; de esta forma todas nuestras 
aspiraciones se verán cumplidas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Como ex funcionario de PLUNA voy a hablar sobre aviación comercial. 


La administración que se ha llevado a cabo durante los últimos treinta y dos años en materia de aviación 
ejercida por la Fuerza Aérea ha sido pésima, totalmente ineficiente y ha ido en contra de la compañía aérea 
nacional, PLUNA. Para ejemplificar, se han autorizado derechos de tráfico y permisos a empresas extranjeras 
que no permanecieron en el país -Southern Winds, American Falco-, quitando tráfico para la operación de la 
compañía aérea nacional. Evidentemente, esto demuestra que los pilotos de la Fuerza Aérea no tienen 
formación -ni tienen por qué tenerla- en Derecho Aerocomercial y mucho menos en política aeronáutica. 


Durante ese período, compañías como KLM y Lufthansa, que venían a Uruguay, ya ni siquiera aterrizan en 
nuestro país; Air France redujo sus frecuencias e Iberia se retiró del mercado, aunque ahora comenzó a operar 
solo con una frecuencia de tres veces por semana. 


En lo que tiene que ver con la carga aérea, que es de vital importancia para el crecimiento económico de 
Uruguay, hace catorce años que la DINACIA no eleva al Poder Ejecutivo el manual de tarifas, por lo que la 
carga aérea internacional está totalmente desregulada, aplicándose cualquier tarifa; es así que el porcentaje 
correspondiente a los impuestos que puede ir a Rentas Generales se ve sensiblemente reducido. 


La participación a nivel internacional en lo que refiere al mejoramiento y la optimización de la aviación 
comercial globalmente considerada, no solo de PLUNA sino también de otros transportistas internacionales, 
ha sido nula. Este es nuestro cuestionamiento. 


Desde el punto de vista comercial, todo el mercado de compañías aéreas que operan en Uruguay está 
totalmente disconforme con el desempeño de estas autoridades. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BARBIERI. Quiero poner en conocimiento de todos los señores Diputados que en Uruguay 
existió una rastreadora de satélites, que funcionaba en la Dirección General de Meteorología del 
Uruguay. Técnicos norteamericanos de la NASA dieron instrucción a quien habla y a otras personas 
más, y así se creó una rastreadora de satélites polares, que eran los que más nos interesaban. 


En ese sentido, tengo una nota ilustrativa que es un tanto extensa, por lo que la leeré parcialmente; les dejaré 
una fotocopia. Esta rastreadora realizó trabajos excepcionales, inclusive desconocidos por el Gobierno. En 
parte de la nota digo: "Uruguay realizó trabajo científicos excepcionales a solicitud de la comunidad 
científica internacional. Cuando se produce la primera experiencia atómica por parte de Francia en el Atolón 
de Murorora, se trabajó durante 3 semanas las 24 horas registrando en fotos en visual e infrarrojo dado que se 
quería saber en qué forma podía afectar las costas de Perú". Allí hay mucha pesca en general, sobre todo de 
atún, y no solo trabajan buques de ese país sino también otros internacionales. 


Decía que se había hecho un trabajo y que si se presentó a la comunidad científica internacional fue porque 
Uruguay tenía la única rastreadora de satélites que existía hasta ese momento en Sudamérica. 


Continúo diciendo:"Fuimos los técnicos uruguayos que posibilitamos la apertura de la ruta polar por primera 
vez realizada por una compañía comercial de aviación con pasaje. Dado que en los años de dictadura se le 
impedía a la compañía de aviación australiana Qantas sobrevolar los territorios de Chile y Argentina hacia el 
Pacífico, frente a esta situación el Comandante de dicha nave me solicita, a través del Despachante de dicha 
compañía, y sabiendo las posibilidades que teníamos de fotografiar la ruta polar tanto del Pacífico como del 
Atlántico, las fotos de dicha ruta polar. Como técnico comprometido con la libertad de información accedí a 
enviarle toda la documentación. Destaco que la intervención militar nos impedía expresamente brindarle 
fotos satelitales de ruta polar a dicha empresa. El piloto de la aeronave, Comandante de la misma, me hizo 
llegar su agradecimiento y felicitaciones" -lo hizo después que volvió; salió y volvió por la ruta polar -desde 
Uruguay hasta Australia- por primera vez, y después volví a conseguirle información todas las veces que 
quiso- "en forma reservada dada la difícil situación que vivíamos en el país. En tiempos normales este hecho 
daría lugar a un orgullo nacional por haber colaborado directamente en dicho evento, pero debió pasar 
inadvertido por razones de mi seguridad personal.- Deseo aclararle que la dictadura y la intervención militar 
no solo destrozaron una rastreadora de satélites, sino que también destruyó todos los archivos de las tareas 
realizadas.- Siendo el suscrito Piloto Comercial y Técnico en Telecomunicaciones Satelitales me comprometo 
a colaborar directamente en la reconstrucción satelital en nuestro país para beneficio de todas las disciplinas 
que así lo requieran pero dependiendo de un Ministerio civil”. 


Esto sirve para oceanografía, arqueología, hidrología, meteorología, así como otra cantidad de especialidades 
científicas que no existen en el país. Llevamos un atraso de treinta años. 


Nosotros comenzamos con San José Dos Campos y también con la República Argentina; hace treinta años 
esta era la primera rastreadora que existía en Sudamérica. Había otra en Argentina, de una compañía 
particular, pero no la utilizaba con fines científicos sino comerciales. 


Si el Gobierno lo requiere, esta rastreadora debe ser instalada; reitero que llevamos un atraso de treinta años 
en el rastreo de satélites. Actualmente existen satélites para todas las disciplinas; el cielo está lleno de 
satélites para todo lo que se quiera. Uruguay no tiene rastreadora de satélites y tampoco cuenta con técnicos 
satelitales ni técnicos en interpretación de fotografías, como en determinando momento hubo. Todo se ha 
venido abajo; no hay cultura satelital, desapareció, a pesar de que se hicieron trabajos excepcionales, de 
primera calidad. 


SEÑOR BARRIOS (don Pedro).- En primer lugar, queremos adherirnos a los postulados que 
patrocinan las distintas organizaciones para intentar lograr la civilidad de la aviación comercial. 


En segundo término, como usuarios del sistema queremos poner a disposición de la Comisión toda nuestra 
experiencia y las inquietudes que para el futuro pueda significar este hecho. 


SEÑOR BARRIOS (don Andrés).- Soy piloto de la aviación civil y represento a la APAC. 


Prácticamente está todo dicho. Nuestra intención, más que nada, es sacar la aviación civil de manos militares. 
Acá no hay odios, revanchismos ni nada; simplemente, queremos que lo civil pase a ser civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agradecerles la presencia, la información que hoy han brindado y la 
que nos envían en forma escrita desde hace un tiempo, así como la genuina preocupación por los 
intereses de la nación. 


He quedado fuertemente sorprendido por una realidad que uno intuye más que conoce. Parece poco probable 
que esta situación se mantenga tal cual está. Desde hace meses sé -por mi despacho han pasado y aquí ha 
habido actividades- de la vinculación de esta Comisión Integrada con el Poder Ejecutivo, por lo que quisiera 
saber qué relación y entrevistas han mantenido y qué nivel de definición, de avances o de ámbitos de 
discusión se han planteado. 


SEÑOR ROSSI.- He intentado contactarme con el Poder Ejecutivo para auscultar la voluntad política 
que existe, dado que somos conscientes de que enfrentamos un "lobby" muy poderoso y es muy poca la 
información que tenemos. 


Tuve una reunión con el Prosecretario de la Presidencia, con quien me voy a volver a entrevistar hoy a las 
seis de la tarde. El me derivó al Secretario de Defensa, con quien todavía no he podido mantener contacto 
porque, como es lógico, están saturados de trabajo. 


En principio, hay cierta voluntad política. Jorge Vázquez me preguntó si lo correspondiente a este asunto 
figuraba en un decreto o una ley. Le pasé por fax los antecedentes: el artículo 21 de la Ley Orgánica de la 
Fuerza Aérea y un decreto del año 1974. O sea que el problema puede ser resuelto, si hay voluntad política, a 
través de un decreto del Poder Ejecutivo. La vía parlamentaria demora más; significaría un año más de 
espera. 


Quiero agregar algunas cifras comparativas. En 1973 había mil aviones volando en el Uruguay; en 2005 hay 
noventa. En el año 1973 había treinta y un aeroclubes funcionado y actualmente cinco o seis. En 1973 había 
tres mil quinientos pilotos civiles y quinientos profesionales, ahora quedan cuatrocientos, de los cuales más 
de cien son pilotos agrícolas directamente vinculados a la siembra, a la economía de este país; sin embargo, 
no existe ninguna escuela, ningún instituto en el que se formen pilotos agrícolas y tienen que aprender solos. 


Por último, quiero leer la parte que nos compete del inciso E) del artículo 332 de la Constitución de la 
República. Dice así: "(...)la Dirección General de Aviación Civil del Uruguay y la Dirección General de 
Meteorología del Uruguay, pasarán a depender, en calidad de servicios centralizados, del Ministerio de 
Transporte, Comunicaciones y Turismo(...)". Según sé, esta es la ley magna de la República y solo puede ser 
modificada por un plebiscito popular. Disculpen si me equivoco, porque no soy muy formado en leyes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR OTHEGUY.- Queremos agradecerles la oportunidad que nos han brindado de plantear 
nuestro punto de vista. Esperamos haber sido lo suficientemente ilustrativos, mediante lo expresado 
acá, en nombre de algunas de las instituciones que creamos esta Comisión y de particulares con mucha 
experiencia integrados a la misma. 


Como verán, varios de estos señores que peinan canas conocen esta actividad desde hace cincuenta años y no 
podemos perder su aporte. 


Creemos que no se le está dando una buena atención a esta actividad por parte del actual administrador, la 
Fuerza Aérea Uruguaya, que está mandatada por el artículo 21 de su propia Ley Orgánica. Y creo que eso 
está demostrado en el documento -que ustedes deben tener- en el que la Fuerza Aérea Uruguaya presenta 
cuáles son sus aspiraciones presupuestales. Les pediría, por favor, que analizaran las carpetas -en caso de que 
no las tengan podemos brindárselas- para comprobar que la DINACIA, el tema que hoy nos preocupa, figura 
solo en el organigrama. Acá no se prevén recursos, no se prevén inversiones, no se prevé absolutamente nada, 
lo que consideramos una falta de responsabilidad del administrador. Este documento está hecho de una forma 
muy prolija, pero está muy vacío de contenido en cuanto a lo que nosotros necesitamos. 


A todos los señores legisladores, gracias por su atención. 


SEÑOR CORREA.- Hace tres años y medio o cuatro, cuando vinimos de la Federación Uruguaya de 
Aeroclubes -momento en el que conocimos todo el Palacio por dentro- contábamos con el apoyo del 
Frente Amplio y de algunos legisladores blancos con respecto a lo que nosotros estamos solicitando 
ahora. En ese entonces, había una Rendición de Cuentas de por medio y se vino todo al suelo. Repito: 
este reclamo ya tiene años. Inclusive estuvimos con una serie de personas, entre ellas el actual Canciller 
y Michelini. Hemos esperado este momento en que ha habido un cambio; sabemos que lo que se inició 
va a tener feliz culminación ahora. 


SEÑOR BARBIERI.- En la Fuerza Aérea figura un Centro de Investigaciones Espaciales que funciona 
únicamente en el papel. Quiero que tengan en cuenta que ese Centro no existe, nunca funcionó. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión de Defensa de la Aviación Civil - Integrada) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Controladores de Tránsito Aéreo del Uruguay) 


——- La Comisión de Defensa Nacional tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Asociación de 
Controladores de Tránsito Aéreo del Uruguay, integrada por los señores Luis Otheguy, Alejandro Rodríguez, 
Esteban Martínez y Juan Alvarez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Agradezco el espacio de tiempo que nos han brindado para explicar -lo que 
pretendemos hacer mediante un audiovisual en qué forma el administrador, el Estado -somos 
funcionarios públicos-, y nosotros, sus empleados, tenemos intereses comunes y cómo, a través de este 
Estatuto particular que regularía nuestra carrera, ambas partes se verían beneficiadas. Vamos a 
presentar un corto audiovisual que explica nuestra tarea y los informes de distintos profesionales que 
hemos consultado respecto a este estatuto que estamos poniendo a consideración. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Mientras preparan la proyección del audiovisual les diré que es la tercera vez 
que nos presentamos ante las Cámaras -la primera fue en 1994 y la segunda en 1999-, buscando el 
tratamiento legislativo de un proyecto de estatuto para los controladores, es decir, específico para 
nuestra tarea. Actualmente estamos regulados por el Estatuto del Funcionario Público, que no 
contempla las especificidades de nuestra tarea, como ser los turnos, las guardias, la capacitación, el 
ingreso y las horas de descanso. Todos estos aspectos de nuestra profesión están regulados 
internacionalmente por la OACI y la OIT. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Hace veinticinco años que formo parte de la industria de la aviación y veinte que 
soy controlador de tránsito aéreo. Tengo todas las licencias disponibles. Soy instructor en varios planos 
y estoy aquí en función de mi adhesión a la idea que queremos exponer. 


Detrás de este concepto está el reconocimiento que hacemos de los cambios y de las decisiones que se están 
tomando en este momento en muchas materias, incluyendo la aviación. Nos preocupa en particular que haya 
dos aspectos que seguramente no cambien. En primer lugar, me refiero a la responsabilidad del Estado de 
gestionar segura y eficazmente a la aviación civil. Cuando digo gestionar en forma segura, me refiero a vidas 
humanas y capitales. 


Lo que tampoco cambia es lo que tiene que ver con el error humano; la gestión del factor humano en la 
aviación tiene mucho que ver con la seguridad. Lo que estamos intentando compartir es la idea de que debe 
existir -como hay en el resto del mundo- una manera especial de gestionar el factor humano en la aviación, y 
me refiero a los controladores, que somos funcionarios civiles del Ministerio de Defensa Nacional. El 
Estatuto del Funcionario Público nunca fue pensado para contemplar actividades como la nuestra, en la que 
no solamente trabajamos más de doce horas por día sino que, además, tenemos guardias rotativas y guardias 
domiciliarias por si llega a suceder algo. 


La presentación del audiovisual dura 23 minutos. En honor a vuestro tiempo, proponemos verlo porque se 
explica todo lo que pensamos y queremos al respecto. Como en toda presentación, hay una parte -que en 
términos aeronáuticos llamamos masa- que puede resultar un poco tediosa, pero después el audiovisual se 


puede ver de manera fluida. Luego de ver esta presentación seguramente tengan algunas interrogantes para 
plantearnos, las que con gusto responderemos. 


SEÑOR OTHEGUY.- No hay casualidades sino casualidades, tal como sucede en nuestra profesión. 
Acabamos de ver la falla de la tecnología; nosotros la vivimos todos los días. El hombre resuelve todos 
los problemas que presenta la tecnología. Increíblemente, no podemos proyectar en la pantalla nuestra 
presentación. Es el típico ejemplo de nuestra profesión: el hombre es quien cubrirá las fallas de la 
tecnología. Esto es lo que vamos a tratar de hacer a partir de este momento. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Trataré de explicar lo que no pudimos ver en la presentación del audiovisual, en 
el que queríamos mostrar lo que hacemos los controladores de tránsito aéreo. Para utilizar una frase 
burda y gruesa, podría decir que somos los varitas del aire. Sostenemos una dirección con un avión, 
otra dirección con otro y los separamos mediante métodos específicos de control de tránsito aéreo; 
usamos las millas y los pies como medidas. 


¿Por qué explicar lo que hacemos? Porque lo que venimos a proponer no tiene nada que ver con dinero, con 
los fondos del Estado. Venimos a mostrar lo que debería ser la forma de administrar el factor humano en el 
control del tránsito aéreo, para lo que nos apoyamos en la analogía. Para nosotros, la analogía es ver como en 
un espejo lo que se hace en el mundo, en lugares en los que hay una alta concentración y densidad de tránsito 
aéreo. Estos países han ordenado el trabajo del controlador de tránsito aéreo de forma tal de aplicar con 
eficiencia la solución a los problemas que apareja dicho control. El primer aspecto es la analogía. El Estatuto 
español es uno de los espejos que miramos con mucha atención. Asimismo, en el disco compacto encontrarán 
los resultados de muchos estudios independientes que la Asociación de Controladores de Tránsito Aéreo 
realizó en los últimos diez años. Hay nombres conocidos como Sánchez Carnelli y Gelsi Bidart, que 
contribuyen a la observación de la forma de gestionar al controlador de tránsito aéreo, sobre todo cuando son 
funcionarios públicos del Ministerio de Defensa Nacional. Las relaciones del sistema de tránsito aéreo pasan 
por la Fuerza Aérea. Quien nos dirige es el Ministerio de Defensa Nacional, que ha delegado en la Fuerza 
Aérea en virtud del artículo 21 de la Ley Orgánica Militar, según el cual la Fuerza Aérea es la responsable de 
gestionar el control de tránsito aéreo. 


Por regulación estatal, las empresas aéreas indican a sus pilotos las horas anuales que deben volar y las que 
tienen que descansar, y lo mismo ocurre con los tripulantes de cabina, es decir, las azafatas, personas que 
pasaron de atender al cliente a tener un rol de seguridad en la aviación. Sin embargo, esto no sucede con 
nosotros, los controladores aéreos. También están los exámenes psicofísicos anuales que debemos hacer para 
determinar nuestra estabilidad emocional y nuestras condiciones físicas. Esto tampoco está regulado. Si bien 
sabemos que debemos hacerlo una vez por año, nunca está muy clara la profundidad del análisis y las 
razones. El papel típico del organismo regulador que, en función de lo que hemos escuchado, parecería ser 
una de las soluciones que compartimos, es el de separar el organismo regulador que establece claramente las 
reglas de juego del organismo ejecutor que debe aplicar en función de lo que establece. Esto genera política, 
porque la política aeronáutica se genera a nivel estatal por intereses del país y luego se la envía al organismo 
regulador que establece los criterios de funcionamiento y que luego controlará. 


Estas relaciones institucionales se forman a través de coordinaciones con el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, porque la aviación civil es internacional antes que nacional. Asimismo, el Uruguay ha firmado 
acuerdos internacionales en la OACI, rama de las Naciones Unidas que en coordinaciones supranacionales ha 
probado servir mucho mejor que cualquier otra de sus agencias. Esto tiene fuerza de ley en Uruguay y, sin 
embargo, encontramos algunos espacios donde es necesario recalcar la necesidad de coordinar la ley nacional 
con la ley internacional. Yo tengo 52 años, 25 de trabajo, tres hijos, uno de ellos emigrado, es decir, tengo en 
la cabeza lo que tiene todo el mundo, pero con la diferencia de que mañana puedo tener que controlar a dos 
aviones que están viajando uno hacia otro a 350 kilómetros por hora sobre Montevideo, y si yo pestañeo o 
hago lo que no debería se puede producir un desastre mayúsculo, que el Estado debe asumir porque es lo que 
ha firmado como responsable de velar por la seguridad. 


La seguridad en la aviación civil descansa sobre personas, porque la tecnología está para suplirnos pero 
nosotros estamos para verificarla. ¿Por qué estamos aquí en este momento habiendo presentado esto? Porque 
s1 bien saludamos los cambios que se pueden estar adoptando, queremos estar seguros de que todos los 
aspectos son tenidos en cuenta, y es muy probable que en la vorágine de los cambios, en la toma de 


decisiones apurada o impulsada por la necesidad puedan permanecer ocultos algunos aspectos que tal vez sea 
necesario recordar a quien administra que deben ser tenidos en cuenta. 


¿Por qué en la Ley de Presupuesto? Por dos razones fundamentales. En 1994 pusimos a disposición nuestros 
cargos de empleados públicos. Dijimos al Parlamento, al Poder Ejecutivo, al Ministerio de Defensa Nacional 
y a la Fuerza Aérea -con la cual negociamos aspectos de este estatuto- que queríamos poner nuestros cargos 
de funcionarios públicos a disposición y sumarnos a la aventura de hacer nuestro salario en función de la 
productividad de la actividad aeronáutica. Claro; no fuimos ningunos tontos. La actividad aeronáutica deja 
mucho dinero en todas partes del mundo. En la última Ley de Presupuesto, un poco entre gallos y media 
noche, cuando eran las 23 y 59, apareció un artículo, que se votó afirmativamente y que condicionaba nuestro 
salario a la productividad. Nosotros queremos que en la Ley de Presupuesto se incluya la fórmula para 
asegurar a quien tome la decisión que quizás algunos aspectos no hayan sido tenidos en cuenta y que deben 
serlo, por ejemplo, el Estatuto del Controlador. En el disco compacto verán que presentamos los argumentos 
a favor pero también en contra de los juristas que nos acompañaron. 


Finalmente, quería decirles que estos últimos diez años de trabajo han probado para nosotros el 
reconocimiento de que no somos un gremio fuerte en el sentido tradicional de la fortaleza gremial. 
Apostamos a las razones que figuran en el disco compacto; puede ser que esta vez tampoco lo logremos, pero 
las razones igualmente estarán ahí. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- El estudio que hicimos en aquella época con los doctores Bauzá Araújo y 
Sánchez Carnelli corresponde a haber encontrado la solución a una cantidad de irregularidades que se 
nos vienen dando en la parte administrativa del control de tránsito aéreo. Para que surja un accidente 
deben darse tres factores. Uno es el aspecto meteorológico, que no podemos gobernar, sino simplemente 
predecirlo y tener buenos sensores para saber dónde están los problemas. Otro son los aspectos 
técnicos, que consisten simplemente en comprar radioayudas o radares y ayudas técnicas, y el tercero, 
es el aspecto profesional. 


El Estatuto atiende a reducir al mínimo el riesgo en ese aspecto. Se trata de que el controlador, la persona que 
está cruzando dos o más aviones, no esté pensando si tiene o no una carrera administrativa, si no ascendió, si 
no lo capacitaron, o si no llega a fin de mes. Esa persona está trabajando con materiales de mucho valor. 
Hace unos cuatro años, los equipos con los que estamos trabajando le costaron al Estado unos 

US$ 14:000.000, pero también está el material de aviones, personas y carga y lo que está abajo. 


Somos 121 controladores en todo el país, ubicados en el aeropuerto de Carrasco y en 13 torres en todo el 
país. 80 de nosotros somos contratados y no tenemos carrera administrativa. Yo entré hace 16 años, soy Jefe 
de Sector de Torre, Jefe de Sector de Aproximación, Jefe de Sector de Centro de Control, Radarista de 
Aproximación y de Centro de Control; entré contratado hace 16 años y hoy tengo la misma categoría. No 
tenemos ningún ascenso y no tenemos derecho a una carrera administrativa. No se pagan compensaciones por 
habilitación ni por cargos. Pero sí existe una cláusula penal por la que se nos puede sancionar con seis meses 
a veinticinco años de prisión en caso de que haya un accidente por error, omisión o negligencia. Sabemos 
muy bien el riesgo que existe cada vez que abrimos el micrófono y nos comunicamos con los aviones. Por 
ejemplo, nos puede pasar que a las siete de la mañana -cuando uno a veces está dormido- le digamos 
izquierda en lugar de derecha a un piloto y provoquemos un choque entre dos aviones. Por ese hecho somos 
pasibles de que se nos sancione. El estatuto del funcionario público y la estructura actual de la DGIA -a la 
que pertenecemos— no contemplan estas situaciones. Se da el caso de personas que son redistribuidas, 
vienen a los servicios de control de tránsito aéreo y, como tienen más antigiiedad en alguna otra oficina del 
Gobierno, pasan jerárquicamente por encima de los que estamos ahí e, inclusive, llegan a ser jefes. Creemos 
que en esta profesión, al igual que en la del meteorólogo -que mira desde abajo para ver cómo se forma una 
nube-, hay que hacerse desde abajo. 


Queremos destacar que también existen personas contratadas que pertenecen al escalafón administrativo, 
pero que son eventuales; es decir que ni siquiera tienen estabilidad laboral. Inclusive, en marzo se les venció 
el contrato y les dieron la orden de que vaciaran los casilleros, pero a la semana siguiente les avisaron que 
debían continuar durante seis meses más. Esas personas están controlando aviones y no atendiendo un 
quiosco, no piden parte de enfermo por estar estresada. Nosotros trabajamos con sistema de relevo y nunca 
puede quedar un escritorio vacío. Tenemos un sistema de guardias y relevos que le permite dar continuidad al 
servicio durante las veinticuatro horas del día, los trescientos sesenta y cinco días del año. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Quisiera saber cuál es la carga horaria semanal y el sueldo que 
percibe, por ejemplo, el señor Rodríguez. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Yo pago la Unidad Coronaria de la familia y me llevo $ 11.600 para mi casa. 
Tomando en cuenta todas las supercompensaciones, el salario nominal es de $ 20.000. El salario base de 
un controlador de tránsito aéreo es de $ 1.504,67. 


En el control de tránsito aéreo realizamos 120 horas efectivas por mes. Además, hacemos tres guardias de 
doce horas que se cumplen en la casa por si un compañero se enferma o le pasa algo. Entonces nos llaman y 
eso es lo que nos permite darle continuidad al servicio. También tenemos doce horas de instrucción. Por 
ejemplo, estamos obligados a tomar clases de inglés; somos funcionarios públicos que trabajamos con dos 
idiomas. Esto es necesario para mantener alto nivel de seguridad, porque si un día aparece un avión con un 
motor incendiado y los pilotos hablan en inglés, no van a venir tranquilos y nosotros debemos estar 
preparados para poder atender esa situación. 


No solamente controlamos los aviones sino que también iniciamos el servicio de búsqueda y rescate y damos 
la alerta. Nosotros fuimos los que activamos los servicios para rescatar del incendio a la gente que estaba en 
el edificio de la UTE y también cuando un barco tiró petróleo durante cuatro días en nuestras costas. 
Asimismo, ayudamos a la Policía Caminera a realizar la tarea en las rutas; colaboramos en la búsqueda 
cuando se fugan prisioneros del COMCAR y en los incendios forestales. Es decir, cumplimos servicio de 
información de vuelos, de alerta y de control de tránsito aéreo. También realizamos la coordinación entre las 
emergencias móviles y hospitales para la evacuación y traslado de heridos. 


Hace diez años que venimos al Parlamento a plantear la posibilidad de regularizar, de una vez por todas, esta 
carrera con respecto a los ascensos, la capacitación, el ingreso, el retiro, las horas y el salario. La parte 
salarial es una más dentro de toda la regularización que proponemos en el estatuto, que tiene unos cien 
artículos. No pretendemos que nuestra propuesta se vote de inmediato sino que se estudie y discuta. Hemos 
esperado muchos años y no queremos que ahora se trabaje a las apuradas. 


SEÑOR OTHEGUY.- Como explicaba el compañero, como cualquier empleado público nosotros 
tenemos 160 horas de trabajo mensuales. En realidad, son 120 horas más instrucción y retén; inclusive, 
hemos llegado a trabajar más de 160 horas efectivas. Al igual que ciertos servicios que no pueden 
discontinuarse debemos tener retenes para mantener la continuidad del servicio. Nuestro régimen es de 
160 horas mensuales, y a diferencia de otros funcionarios públicos, cumplimos con esa carga horaria 
todos los meses del año, ya que para nosotros no existen los feriados y religiosamente cumplimos con 
esas horas. 


Nuestro salario no está acorde con la profesión y no lo pretendemos, ya que somos absolutamente 
conscientes de la realidad nacional. Los señores Diputados habrán visto que nuestra preocupación está más 
enfocada hacia lo organizacional que hacia las reivindicaciones que podríamos tener de forma gremial. 
Creemos que la aplicación de este estatuto le da amplios beneficios a ambas partes. Para los trabajadores es 
fundamental tener claro las condiciones de trabajo y la seguridad laboral. Por ejemplo, cuando un controlador 
aéreo se enferma tres días, el médico certificador le justifica tres días de ocho horas, lo que le significa un 
descuento de doce horas. Ni siquiera tenemos ese aspecto contemplado. 


Si nos amparáramos en el Decreto 500, que se aplica para todos los funcionarios, tendríamos el derecho de 
llegar a las siete de la tarde, marcar la tarjeta e irnos para nuestra casa, ya que hacemos horarios de doce 
horas, pero debido a nuestra responsabilidad no lo hacemos. 


Otra de las ventajas que tiene este estatuto y que deberá reglamentarse es cómo se efectúan los relevos. No 
podemos permitir que a las siete de la tarde se vaya el funcionario y se cierre el control de tránsito aéreo, más 
allá de que esté haciendo uso de un derecho legal. No está implementado cómo realizar ese tipo de relevo, y 
si el funcionario se queda más tiempo no le pagan horas extras, ya que no hay recursos. La conciencia 
profesional de los trabajadores ha llevado a que esto nunca haya ocurrido en la historia del Uruguay. Pero no 
podemos dejarlo librado a la voluntad del trabajador. 


Confiamos en que van a analizar más a fondo este tema y que verán el CD que les entregamos, que no 
pudimos pasar. Estos pequeños ejemplos ilustran, de alguna manera, por qué estamos buscando solucionar 


esta situación. 


Quiero que los señores legisladores tengan claro que tenemos muchos problemas económicos, ya que con 

$ 11.000 no podemos vivir demasiado bien. En nuestra profesión hay mucho doble empleo, lo que no es para 
nada recomendable a nivel internacional. No estamos cumpliendo con una cantidad de cosas con las que el 
Estado uruguayo se ha comprometido con la Organización Internacional de Aviación Civil -no vamos a 
explicar a los señores Diputados que el Derecho Internacional rige sobre la Constitución de la República-, y 
estamos incumpliendo en cosas que no requieren dinero. En este momento no estamos pidiendo dinero, sino 
organización, y estamos tratando de colaborar en una gestión tendiente a un desarrollo real de la actividad. 


Por supuesto que también queremos dinero, pero entendemos que este no es el momento ni la oportunidad 
para plantearlo; además, el país no está en condiciones de atender ese tipo de reclamos. Es importante que los 
señores Diputados tengan presente este aspecto de nuestra propuesta bien intencionada, porque pretendemos 
colaborar con la gestión del Estado para mejorarla, y no solo obtener un rédito personal. Entendemos que 
cuando analicen el material que hemos dejado, podrán apreciar que hay beneficios organizacionales 
importantes para el Estado uruguayo. 


SEÑOR ÁLVAREZ..- ¿Qué buscamos en esta instancia? Incluir un artículo en la Ley de Presupuesto a 
través del cual se cree el Estatuto del Controlador de Tránsito Aéreo, con un único inciso que indique la 
creación de una Comisión integrada con representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil o de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto para reglamentarlo. Posteriormente, este artículo, incluido en 
una ley, tendrá su instancia de reglamentación. 


Nosotros creemos que al existir el Estatuto, dándole al Gobierno un instrumento para regularlo, se podría 
abrir lo que la OIT recomienda para nuestra tarea, es decir, la mesa de negociación permanente. ¿Cómo 
estableceríamos esta mesa de negociación permanente? Creando, en el mismo artículo, dicha Comisión 
integrada por la Oficina Nacional del Servicio Civil o por la OPP, y por la Asociación de Controladores de 
Tránsito Aéreo. Seguramente, los resortes del Poder Ejecutivo consultarán a quien corresponde, es decir, al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y al Ministerio de Defensa Nacional, que nosotros también 
consultamos pues manejan el compacto, conocen cuál es nuestro criterio y que estamos desarrollando esta 
línea de encuentro para asegurar que la mayoría de las cosas del "deber ser" se tengan en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me llama la atención que en una actividad con tanta carga y atención como 
la que han descripto, las guardias sean tan extensas. Si no me ubico mal, ustedes realizan una guardia 
cada tres días, tres días al mes están a disponibilidad permanente, y las otras horas las utilizan para 
actualización lingúística. 


¿Estas guardias tan prolongadas obedecen a alguna razón profesional? ¿Son aconsejables? ¿Es lo ideal? Me 
llama la atención esa forma de organización en algo que, para quien mira de afuera, puede pensar que se 
podría hacer con menor carga horaria. 


SEÑOR OTHEGUY.- Como bien dice el señor Presidente, esto no se ajusta a la normativa 
internacional. Las recomendaciones para este tipo de actividad y los ejemplos del mundo nos dicen que 
un controlador aéreo no trabaja más de 90 horas al mes -a lo sumo llega a trabajar 120 horas 
mensuales- y que los turnos nunca son de más de seis horas diarias continuas, con sus períodos de 
descanso intermedios, porque no se puede trabajar seis horas en forma seguida. Al funcionario hay que 
ponerlo a trabajar durante dos horas, descansar un tiempo y luego volver a la función. Uno debe estar 
lúcido. 


Su apreciación es excelente, señor Presidente. Cuando determinamos la cadena de error y manejamos riesgo, 
podemos poner varias barreras: la principal es la administración, es decir, cómo se administra y cómo se 
gestiona la seguridad. La segunda barrera podría llegar a ser la tecnología, y la tercera -la última, cuando todo 
eso falló-, es el hombre. El hombre debe ser absolutamente consciente y estar con su mejor actitud y aptitud 
para desarrollar su trabajo. 


De todas formas, nosotros somos totalmente conscientes de que esto no se ajusta a las recomendaciones 
internacionales, pero ¿cómo hago para plantear a mis compañeros, que tienen dos empleos para poder llegar a 


fin de mes, que trabajen seis horas por día y no accedan a otros empleos? Nosotros tenemos compañeros 
médicos, arquitectos, ingenieros y empleados bancarios que cumplen horarios; lamentablemente, el Estado 
uruguayo, su administrador, el administrador de la actividad, en los últimos treinta años ha determinado que 
esto pasara a ser una actividad laboral secundaria. Esto es algo que el Estado no podría permitirse, porque 
será responsable por el error que cometa un controlador de tránsito aéreo por estar cansado, por haber 
trabajado durante once horas y media y no tener la lucidez que tenía a la hora 7, o por haber trabajado durante 
toda la noche. El 90% de los accidentes de aviación en el mundo son por error humano. El Estado será 
llamado a responsabilidad por cosas tan claras como su sentido común le dice, señor Presidente: que un 
controlador no puede trabajar doce horas seguidas. También se debe entender que nosotros no podemos vivir 
con $ 11.000 por mes. 


Por lo tanto, hay un compromiso importante, que no era parte de nuestra presentación de hoy, porque 
apuntamos a una mejor organización que proteja al Estado y a nosotros. Entendemos que plantear en este 
momento temas salariales podría ser algo urticante y poco serio, y por eso no lo hemos hecho. 


Entre 90 y 120 horas es lo que trabaja un controlador en el mundo, en turnos que no duran más de seis horas, 
ganando no menos de US$ 5.000 por mes. Tenemos muchas cosas para corregir, pero principio tienen las 
cosas y entendemos que esta medida no es económica. Si logramos reestructurar los cargos presupuestados 
simplemente utilizando los rubros extrapresupuestales que se gastan en contratos y en pagar horas extras, en 
la Ley de Presupuesto podemos llegar a que la gente tenga seguridad laboral y acceso a la carrera 
administrativa. Eso ya tendría mucha influencia en la actitud del trabajador. Tener seguridad laboral es muy 
importante para un trabajador. La inseguridad laboral, planteada en el 70% de los controladores, que son 
contratados, es absolutamente riesgosa y muy fácil de solucionar si existiera voluntad política. 


¿Por qué hablo de voluntad política? Porque hoy estamos acá, tomando tiempo de la Comisión, porque el 
administrador no ha contemplado estas aspiraciones, que no solo son legítimas sino posibles, coherentes, 
oportunas y para beneficio colectivo, porque hablamos de las responsabilidades del Estado. 


El Estado español, por el accidente de dos jumbos, tuvo que pagar US$ 5.000:000.000 en juicios por pérdidas 
de vidas humanas. 


Creo que por lo menos tenemos que empezar el proceso para que este Estado uruguayo esté más protegido 
frente a la gestión del riesgo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dan ganas de seguir preguntando, pero es parte de un trabajo que no se 
agota en una Comisión. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Obviamente, para nosotros, como Comisión, es muy importante centrarnos en 
el tema que ustedes nos han planteado, no solo por los peligros que trae aparejada toda la temática que 
ustedes tratan, sino por la situación laboral de los trabajadores, que ha sido violentada en forma muy 
atroz, como ustedes lo han planteado. Pensar que se tiene un contrato y que la situación laboral es la 
misma que la de quince o veinte años atrás, por encima de los riesgos de la labor que cumplen, de por 
sí es un hecho que violenta todos los parámetros desde el punto de vista de la organización de un 
Estado. 


Nos comprometemos a estudiar profundamente el tema que nos plantean y a establecer nexos con el Poder 
Ejecutivo, porque nosotros no tenemos ninguna duda en cuanto a la voluntad política en este sentido. A 
veces, en la organización de las leyes las cuestiones son de oportunidad, y ni qué hablar de los Presupuestos, 
que son leyes madres en lo que hace a la vida institucional de un país. 


El compromiso queda planteado, por lo que estableceremos los contactos necesarios con el Ejecutivo y 
estudiaremos el tema en la Comisión, con los asesoramientos correspondientes. 


SEÑOR ROSSI.- Quedamos a la orden para lo que estimen conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


